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 ASUNTO

Desata la sala el recurso de apelación interpuesto por la interna María Eugenia Ochoa Tobón, contra el auto por medio del cual el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, se abstuvo de estudiar la nueva solicitud de sustitución de prisión intramural por domiciliaria como madre cabeza de familia.

ANTECEDENTES

Previa la actuación penal pertinente, la incriminada fue condenada anticipadamente por el Juzgado Único Penal del Circuito de Anserma Caldas, como autora responsable de la conducta punible de trafico, fabricación o porte de estupefacientes, a la pena corporal de 37.5 meses y multa equivalente a 1.33 salarios mínimos legales mensuales, a la vez que le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria.

El  señor  juez  que  vigila  el  cumplimiento de  la sanción  se  abstuvo  de estudiar  la nueva petición de otorgamiento de prisión domiciliaria como madre cabeza de familia a  la sentenciada, por cuanto dicha figura ya había sido objeto de pronunciamiento por parte del Juzgado de Conocimiento y de ese mismo despacho ejecutor. 

DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

El juzgado que hace efectivo el cumplimiento de la sanción decidió abstenerse de estudiar la nueva solicitud, porque consideró que no es pertinente pronunciarse sobre el tema, toda vez que tal aspecto fue objeto de pronunciamiento en la sentencia condenatoria, en la que fundada y motivadamente se coligió que la señora María Eugenia no tenía la calidad de madre cabeza de familia y por consiguiente no podía ser acreedora a la sustitución domiciliaria pedida. Así las cosas y luego de examinar el memorial presentado por la impugnante, el a quo estimó que se trata de la misma situación fáctica tenida en cuenta en el fallo condenatorio y concluyó que no existe razón válida que permita reexaminar el tema, máxime que frente a idéntica petición elevada por el defensor de la interna, esa sede se abstuvo igualmente de emitir pronunciamiento.

IMPUGNACIÓN

La señora Ochoa Tobón interpone directamente el recurso de apelación, en el que manifiesta su inconformidad con el proveído emitido por el juzgado, expresa que reconoce su error, que su hija es una menor de sólo 10 años de edad y es la que más se está viendo afectada con su permanencia en la cárcel, lo que prueba con  registros civiles de su nacimiento, de defunción del padre de la niña, acta de defunción del papá de la encartada y firmas del vecindario donde reside hace más de cuatro años, así como el hecho de que su madre cuenta con 61 años de edad y no goza de buena salud y por ende ambas dependen de ella.

Considera  que  si cometió  un delito con el  que  pretendía  ganarse un dinero  para ayudar  a  su  familia,  existen  otras  personas  que  han  sido  condenados  por igual conducta pero en circunstancias más graves y se les ha dado el beneficio de la prisión domiciliaria  y eso es lo  que ella reclama  para poder estar  al lado de su hija, conforme lo dispone el artículo 44 de la Constitución, del cual transcribe apartes. 

Solicita en consecuencia, se considere su calidad de madre cabeza de familia, así como la responsabilidad que tiene sobre su señora madre, quien al igual que su hija está bajo su cuidado y en la actualidad se encuentran totalmente abandonadas.

Aduce que en ningún momento se ha dedicado al expendio de alucinógenos o consumo de los mismos y que siempre se ha considerado una buena ciudadana, de lo cual dan fe la comunidad y el certificado del centro de reclusión.

Pide que se le permita estar al lado de su familia no para evadir su responsabilidad ante la justicia, máxime que ha estado privada de su libertad en centro de reclusión por algo más de dieciocho meses, donde igualmente se ha dedicado a labores que le han permitido descontar tiempo de prisión y donde ha recapacitado acerca del mal que pudo haber cometido con su ilicitud.

Finaliza reiterando la petición de prisión domiciliaria toda vez que ostenta la calidad de madre cabeza de familia, que debe cuidar de la salud de su progenitora y velar por la manutención de su menor hija. 

CONSIDERACIONES 

1. Competencia:

La Sala se encuentra habilitada funcionalmente para desatar la apelación interpuesta en contra del la decisión del juzgado referido, de conformidad con el artículo 34 numeral 6 de la ley 906 de 2004.

2. Problema jurídico:

Le corresponde  establecer a la Corporación  si la decisión de abtenerse de estudiar la nueva solicitud de sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria fue atinada, evento en el cual habrá de confirmarse el pronunciamiento atacado, o en su defecto se procederá a impartir las órdenes pertinentes.

SOLUCIÓN

En relación con el tema propuesto por la apelante, resulta de especial importancia advertir ab initio, que el asunto de la prisión domiciliaria como madre cabeza de familia fue objeto de dos pronunciamientos, el primero el 9 de junio de 2009, por el Juzgado Único Penal del Circuito de Anserma Caldas, en providencia en la que se le condenó a la pena privativa de la libertad y se le negó el beneficio aludido, y el segundo por parte del Juzgado de Ejecución de Penas, quien se abstuvo de estudiar nuevamente dicha petición, cuya determinación convalidó en segundo grado el juzgado que impuso la sanción
. 

La anterior situación impone la necesidad de expresar desde ahora que el auto objeto de apelación será confirmado, porque el juzgador de conocimiento abordó el tema aquí debatido con la profundidad necesaria y llegó a la conclusión de que la sentenciada no tiene la calidad de madre cabeza de familia. 

Existen múltiples pronunciamientos jurisprudenciales en los cuales se ha estimado que cuando el tema de la prisión domiciliaria ya ha sido examinado por el juez en la sentencia, no debe admitirse uno nuevo sobre el particular, a menos que en virtud de tránsito de legislación las condiciones se tornen más propicias o adecuadas para un eventual otorgamiento, obsérvese: 
“[…] 1. La Corte ha señalado, y se reitera, que cuando el tema de la prisión domiciliaria ha sido definido en la sentencia no podrá ser objeto de nuevo examen en la fase de ejecución de la pena, salvo que acontezca un tránsito legislativo que torne más favorables las exigencias para la concesión del subrogado penal.

 […] Por consiguiente, decidido el tema en la sentencia no podrá ser objeto de un nuevo estudio a menos que se presente un tránsito legislativo que torne más favorables las exigencias puntualizadas por la actual normatividad. Y de no haberse planteado por ser la sentencia anterior a la ley 599 de 2000 o reclamarse el beneficio de la ley 750 de 2002 para las mujeres cabeza de familia o los hombres en similar situación  en consideración a los menores de edad, determinación que, entonces, corresponderá al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad de acuerdo con lo analizado.

2. En el presente caso es claro que la Corte examinó la posibilidad de otorgarle a JHONNY DE JESÚS LÓPEZ PATIÑO la prisión domiciliaria y concluyó adversamente, razón por la cual es inadmisible la pretensión de un nuevo pronunciamiento sobre ese particular […]”
.

Como está claro que no ha existido cambio legislativo que permita avizorar la posibilidad de hacer otro análisis más favorable para la aquí sentenciada, es obvio que no hay lugar a un pronunciamiento adicional por parte de la judicatura acerca del mismo tema.

Aunado a lo anterior, observa la Colegiatura que al juzgado ejecutor de la pena no le corresponde estudiar la solicitud impetrada por la interna, a no ser que se presente la mutación legislativa referida en precedencia la cual aún no se ha dado, en tanto el juez de conocimiento de Anserma decidió en la instancia pertinente las pretensiones de reconocimiento de la condición de madre cabeza de familia y la concesión de la sustitución domiciliaria a favor de la sentenciada, donde ahondó en su situación familiar y en el cumplimiento de los  requisitos para tal efecto, consagrados en el artículo primero de la ley 750 de 2002
, y en la sentencia C-184 de 
 SHAPE 


2003, que ese mismo despacho transcribió en su proveído.  

Por lo anterior, este Tribunal concluye que la solicitud de la procesada se trata de la misma situación fáctica tenida en cuenta en el fallo condenatorio y no merece ser objeto de estudio por el juzgado ejecutor nuevamente, máxime que estamos frente a un tema en el que se ha realizado un cuidadoso análisis de las condiciones sociales, modo de vivir y antecedentes de todo orden de la convicta. 

Por consiguiente, el análisis del pronunciamiento en el que se abstuvo de estudiar la solicitud de sustitución de la pena de prisión intramural por la domiciliaria y la confrontación efectuada a los documentos que obran en el encuadernamiento, conduce a la Sala a concluir que la determinación recurrida se ajusta a derecho y por ende debe ser ratificada. 

 DECISIÓN

En virtud de lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el proveído proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en el que decidió abstenerse de estudiar de nuevo la solicitud de sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria. 

SEGUNDO: DEVOLVER las presentes diligencias al juzgado de origen.

Contra el presente proveído no procede recurso alguno.

Cópiese, Cúmplase y Devuélvase

LEONEL ROGELES MORENO 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado





                                Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ


  MARÍA EUCARIS PARRA JARAMILLO

Magistrado            


           Secretaria
�	  Ver folio  89 y s.s. del expediente.


�	 C. S. de J. Sala de Casación Penal, sentencia de 2 de marzo de 2005. M. P. Yesid Ramírez Bastidas.


�	 Artículo 1°. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá, cuando la infractora sea mujer cabeza de familia, en el lugar de su residencia o en su defecto en el lugar señalado por el juez en caso de que la víctima de la conducta punible resida en aquel lugar, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 


	Que el desempeño personal, laboral, familiar o social de la infractora permita a la autoridad judicial competente determinar que no colocará en peligro a la comunidad o a las personas a su cargo, hijos menores de edad o hijos con incapacidad mental permanente.


	La presente ley no se aplicará a las autoras o partícipes de los delitos de genocidio, homicidio, delitos contra las cosas o personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, extorsión, secuestro o desaparición forzada o quienes registren antecedentes penales, salvo por delitos culposos o delitos políticos.


	Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:


	Cuando sea el caso, solicitar al funcionario judicial autorización para cambiar de residencia.


	Observar buena conducta en general y en particular respecto de las personas a cargo.


	Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerida para ello.


	Permitir la entrada a la residencia, a los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión y cumplir las demás condiciones de seguridad impuestas en la sentencia, por el funcionario judicial encargado de la vigilancia de la pena y cumplir la reglamentación del INPEC.


	El seguimiento y control sobre esta medida sustitutiva será ejercido por el juez, autoridad competente o tribunal que conozca del asunto o vigile la ejecución de la sentencia con apoyo en el INPEC, organismo que adoptará entre otros un sistema de visitas periódicas a la residencia de la penada para verificar el cumplimiento de la pena, de lo cual informará al despacho judicial respectivo.
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